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La sostenibilidad de la actividad minera no depende únicamente de autorizaciones 

administrativas, de estudios técnicos o de la viabilidad económica de los proyectos. 

Depende también, y de manera decisiva, de la calidad del vínculo entre empresa, 

Estado y población. Desde esa premisa, este artículo desarrolla una segunda 

propuesta complementaria a la anterior: que el Ministerio de Energía y Minas 

(MINEM) impulse un programa público de fortalecimiento de capacidades en 

comunicación, diálogo y negociación dirigido a territorios minero-energéticos. La 

finalidad sería cerrar la brecha de habilidades que hoy debilita a muchos actores 

locales en procesos de negociación complejos y, con ello, mejorar la legitimidad, 

estabilidad y sostenibilidad de los acuerdos que se construyen en esos espacios. La 

base de esta propuesta subraya que una negociación débil suele producir acuerdos 

débiles y que el Estado debe asumir un rol más activo en la formación del capital 

humano local.  

1. El déficit que el Estado todavía no atiende plenamente 

El planteamiento identifica un problema preciso: el MINEM suele desarrollar 

esfuerzos de información y capacitación sobre la actividad extractiva, pero esa tarea 

no siempre se orienta a lo que más falta en el territorio, que son capacidades 

concretas de diálogo, comunicación y negociación. En otras palabras, no basta con 

explicar qué es la minería, cuáles son sus beneficios o cuáles son sus instrumentos 
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regulatorios. Las poblaciones necesitan herramientas para participar con más 

solvencia en conversaciones reales con empresas y autoridades, para interpretar 

mejor la información, para formular posiciones, para negociar acuerdos y para 

sostener compromisos con mayor entendimiento de sus implicancias.  

Esta observación es especialmente pertinente porque la capacidad de participar de 

manera efectiva no se agota en la presencia física en talleres, audiencias o reuniones. 

Requiere capital humano negociador: saber escuchar, preguntar, discernir, priorizar 

intereses, procesar lenguaje técnico, construir propuestas y leer las consecuencias 

jurídicas, económicas y sociales de un acuerdo. Cuando esas capacidades son 

escasas, la deliberación se vuelve asimétrica y la protesta puede terminar 

funcionando como único mecanismo de presión o visibilización. La propuesta busca 

precisamente romper ese patrón, desplazando la relación desde la improvisación y la 

vulnerabilidad hacia una interlocución más consciente, informada y estratégica.  

2. Concepto central: formación para la negociación como prevención 

estructural 

La idea de fondo es que el Estado no debe limitarse a intervenir cuando el conflicto 

ya escaló, sino invertir antes en las capacidades que permiten prevenir el deterioro del 

diálogo. Ese enfoque es coherente con la literatura sobre licencia social para operar, 

que entiende la sostenibilidad social del proyecto como un proceso relacional 

construido sobre confianza, legitimidad y percepción de justicia. Boutilier y Thomson 

han insistido en que la licencia social no es un simple permiso formal, sino una 

relación dinámica con la comunidad. Si ello es así, entonces formar a las poblaciones 

para negociar mejor no es un gesto accesorio: es un componente central de la 

gobernanza del proyecto.  

También es coherente con la misión institucional del propio MINEM, que formula y 

evalúa políticas vinculadas al desarrollo sostenible de las actividades minero-

energéticas, y con las funciones de su Oficina General de Gestión Social, que incluyen 

generar información sobre diálogo, participación y conflictos sociales. El Estado ya 
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reconoce, por tanto, que la sostenibilidad del sector tiene una dimensión social y 

relacional. El paso que propone este artículo es profundizar esa orientación y 

convertirla en una política sistemática de formación territorial, no meramente en 

esfuerzos aislados de difusión o sensibilización.  

3. La propuesta: un programa nacional de formación en diálogo y 

negociación 

La propuesta consiste en crear un Programa Nacional de Fortalecimiento de 

Capacidades para el Diálogo, la Comunicación y la Negociación Estratégica en 

territorios minero-energéticos. Su diseño debería ser eminentemente práctico. No se 

trataría de simples charlas informativas, sino de una oferta formativa útil para quienes 

participan o participarán en procesos reales de relacionamiento con empresas y 

Estado. El programa debería enfocarse en desarrollar habilidades comunicativas, 

dialógicas y negociadoras, con el objetivo de cerrar la gran brecha que actualmente 

existe entre empresas y poblaciones locales.  

El contenido mínimo podría incluir módulos de negociación colaborativa, 

comunicación efectiva, resolución de controversias, lectura de acuerdos, nociones de 

derecho minero, ambiental y agrario, análisis de impactos y beneficios, y seguimiento 

de compromisos. La utilidad de ese enfoque encuentra respaldo en la tradición de la 

negociación basada en intereses desarrollada por Fisher, Ury y Patton, que propone 

concentrarse en criterios objetivos, separar a las personas del problema y construir 

soluciones sostenibles. En el contexto de la minería peruana, ello ayudaría a reducir 

negociaciones dominadas por presiones, discursos maximalistas o falta de 

comprensión técnica.  

4. Focalización territorial y construcción de capital humano 

La propuesta plantea que este esfuerzo no debería dispersarse de manera general, 

sino concentrarse en jurisdicciones donde exista potencial minero-energético, 

presencia efectiva de proyectos o antecedentes de negociación y conflictividad. El 
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financiamiento provendría de recursos públicos ordinarios y estaría orientado a 

regiones, provincias y distritos donde la relación entre población y actividad 

extractiva sea ya un hecho o una posibilidad cercana. El objetivo sería convertir la 

capacitación en una forma de inversión en capital humano territorial, capaz de 

mejorar la calidad futura de las interacciones entre actores.  

Este planteamiento no parte de cero. El MINEM ha venido impulsando programas de 

formación y sensibilización en minería. En 2025 y 2026 reportó miles de participantes 

capacitados mediante pasantías, talleres, réplicas mineras y otras actividades; 

asimismo, difundió experiencias de fortalecimiento de capacidades con autoridades, 

líderes y lideresas en zonas de influencia minera. Esos antecedentes demuestran que 

existe ya una plataforma institucional sobre la cual podría construirse una política más 

específica, más profunda y mejor orientada al desarrollo de competencias de 

negociación y diálogo.  

5. Qué resolvería esta medida 

El principal problema que esta propuesta atacaría es la debilidad estructural de los 

procesos negociadores en el territorio. Una población que comprende mejor lo que 

está en juego en una negociación, que sabe cómo formular una propuesta y que 

puede distinguir entre posiciones, intereses, riesgos y beneficios, está en mejores 

condiciones para intervenir de manera responsable y eficaz. Ello no implica que 

necesariamente aceptará un proyecto; implica que, al aceptarlo, rechazarlo o 

renegociarlo, lo hará con mayores elementos de juicio. La legitimidad de los acuerdos 

crecerá en la medida en que crezca también la calidad del proceso que los produce.  

La propuesta también contribuiría a reducir la fragilidad de convenios suscritos sin 

comprensión suficiente o sin verdadero equilibrio deliberativo. Una negociación 

deficiente conduce a acuerdos ineficientes, débiles e inestables, cuya vigencia no 

puede garantizarse. En cambio, cuando existe formación previa, aumenta la 

posibilidad de que los compromisos asumidos sean entendidos, internalizados y 

sostenidos en el tiempo. En términos de política pública, ello significa menos crisis 
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reactivas, menos renegociaciones recurrentes y menos costos estatales asociados a la 

atención de conflictos ya escalados.  

Finalmente, esta medida permitiría que la acción del MINEM se perciba menos como 

una función puramente promotora de la actividad extractiva y más como una 

intervención pública orientada a equilibrar capacidades y mejorar la calidad del 

diálogo social. Ese cambio de percepción es importante porque acerca al Estado a 

una posición más legítima frente a las poblaciones. No se trataría solo de explicar la 

minería, sino de preparar a la gente para negociar mejor con ella. Esa sería la 

contribución más potente de la segunda propuesta: convertir la formación en una 

herramienta de prevención estructural del conflicto y en una base más sólida para la 

construcción de acuerdos duraderos.  
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